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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

ExcMos. señones;

Don Luis López Guerra
Don Alvaro Rodrlguez Bereijo
Don Jul-io González Campos

-1_-

0462534

Núm.  de  Req is t ro :  159 t /92

ASUNTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Pedro de Salva-

dor Oliver Fronlera

SOBRE: Sentencia de la  Sala de

1o Contencioso-Administrativo

del Tribunal Superior de Justi-

c ia  de las Is las Baleares en

recurso sobre infracción adni-

n i s t ra t i va  de  l a  Ley  L6 /L985 ,

del Patrimonio Histórico Espa-

ño1 .

La Sección, ha examinado e] recurso de amparo lnterpues-

t,o por don Pedro de Salvador Oliver Frontera.

I. - AMTECBDENTES

1-. Por escrito presentado en e1 Juzgado de Guardj-a el t7

de junio de L992 y regist,rado en este TrÍbunal e1 dfa L9 si-

guj-ente, don Saturnino Estévez Rodrfguez, Procurador de los

Trj-bunales y de don Pedro de Salvador Olj-ver Frontera, j-nterpo-

ne recurso de amparo contra 1a Sentencia de l-a SaIa de Io

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
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l -as Is las Baleares de 2L de mayo de L992,  resolutor ia  del  re-

curso núm. L5/91 promovido contra la Resolución de la

Consejerfa de Cu1tura, Educación y Deportes de la Comunldad Au-

tónoma de las Is las Baleares,  de fecha 27 de sept iembre de 1990

(confirmada en reposición por Resolución de 27 de noviembre si-

guiente), por Ia que se sanciona al hoy recurrente por una in-

f racc ión de Ia  Ley t6 /L985,  de l  Patr lmofr j -o  Hls tór ico Español .

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda son,

sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Como consecuencia de1 hurto de unas piezas de una

ventana renacentista desmontada de un edj-f icio de cuya

demol ic lón eI  actor  era arqui tecto-d i rector ,  la  Consejer fa  de

Cultura de la Comunidad Autónorna de Baleares lnstruyó un expe-

dj-ente sancionador al- amparo de la Ley L6/L985.

b) Por Resoluclón de 27 de sept,iembre de 1990 se Ie

impuso al  hoy recurrente una multa de 500.000 pta.  por

incumplimiento "del deber de conservar, mantener y custodiar un

bien de j-nterés cultural como representante de 1os propietarios

del inmueble y director de la obra que era", de conformidad con
los  ar ts .  76 .L  a )  y  36 .1  de  1a  Ley  L6 /L985.  Es ta  Reso l -uc ión  fue

confirmada, en reposición, FoF otra de 27 de noviembre de L990.

c) El hoy demandante de amparo promovió recurso

contencioso ante la Sala de 1o Contencioso-Adrninistrativo del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de las
Islas Baleares (recurso nr1m. Ls/gL). E1 demandante opuso, entre
otras razones, Id indef in ic ión de los cargos y de los hechos
que motivaron la sanción, asf como fa imposibil idad de aplicar
eI  ar t .  36.1 de la Ley L6/t985, dado que -aL margen de su no
participación en los hechos denunciados- su condición de
arquitecto-director no podfa eguipararle al "propletario, t itu-
lar o poseedor" mencionados en aquel precepto, rt i podfan

exigfrsele,  en consecuencia,  las ob] igaciones de conservacj-ón,
mantenimiento y custodia ahf prescritas. La Sala entendió que
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de los términos de 1a Resolución impugnada se desprendla con

toda claridad cuál- era l-a conducta concreta imputada al recu-

rrente, dsf como eu€, sin necesidad de acudir a la analogfa,

e ra  de  ap l i cac ión  e I  a r t .  36 .1  de  Ia  Ley  L6 /L985 ,  ya  que  ac tua -

ba como representante del- propietario y Ia ejecución de las

obras de demolición estaban bajo su completa y direct,a respon-

sabll idad, pesando sobre é1 la obligación de mantener, conser-

var  y  custodiar  e l  b ien ar t fs t j -co sust rafdo.

3. Se lnterpone recurso de amparo contra
de1 Trj-buna1 Superj-or de ,Justicia de la Comunidad
las fslas Baleares de 2I de mayo de t992 (recurso

interesando su nulidad. Se alega infracción de los

25 de 1a Const i tución.

la Sentencia

Autónoma de

núm.  L5 /9 t ) ,

a r t s .  24 .  L  y

La ln f racc lón  de1 ar t .  24 .L  C.E.  (derecho a  no  padecer

indefensión) resultarfa del hecho de que durante la fase admi-
nistrativa sól-o se Ie imput,aba haber iniciado las obras de
desmontaje de Ia ventana con sistemas pocos adecuados y sin es-
perar j-nstrucciones del Ayuntamiento, consecuencia de 1o cual
fue el deterloro de 1a vent,ana y su posterior desaparición. Sin
embargoo ld Administración introdujo en su contestación a l-a
demanda una nueva imputación, frenLe a Ia que no pudo defender-
se: incumplimient,o del deber de conservación, mantenimient,o y

custodia de l-a ventana como "poseedor materlal" que era.

Por su parte,  €1 art .  25 C.E, habr la s ido infr ingido en
la medida en que en los preceptos apl icados [art ,s.  76.L A) y

36.1- de l -a Ley L6l19851 no se hace alusión alguna a los
arquitectos-directores ni se tipif ica La conduct,a imputada aI
recurrente, 1o que supone que l-a sanclón impuesta carece de co-
bertura legal .

4.  Por  prov idencia de 2t  de d ic iembre de L992,  Id  Sec-

ción Tercera de este Tribunal- acordó, de conformi-dad con lo

dispuest,o en el art. 50.3 LOTC, conceder al demandante de ampa-

ro y al Ministerio Fisca1 un plazo comrln de diez dlas para que
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formularan las alegaciones que estlmasen pertinent,es acerca de
Ia posible concurrencia de la causa de inadmlsión est,ablecida
en el  ar t .  50.1 c)  Lorc,  For carecer la demanda manff iestamente
de contenido que just,if ique una resolución sobre eI fondo.

5. La representacj-ón procesal de1 recurrente presentó su

escr i to  de a legaclones eI  8  de enero de 1-993.  En é1 se ins is te

en la denunciada infracción del derecho a no padecer indefen-

sión, yd que nunca l legó a Lener conocimiento de que se Ie im-
putaba el incumplimiento del deber de custodia ffsica y mate-

rial de la ventana, contrayéndose eI expediente administrativo

al examen de ciertas irregularidades en eI proceso de desmonte

de la  misma.  Por  su par te,  y  respect ,o  de 1a supuesta in f racc ión

del  ar t .  25 C.8. ,  s€ argument ,a de nuevo que 1os preceptos pena-

les aplicados al caso sólo pueden serlo por vfa analógj-ca.

6.  E l  escr i t .o  de a legaclones def  Min is ter io  F iscal  se

regÍs t ró en e l  Tr ibunal  e l  11 de enero de 1993.  Tras refer i rse

a los antecedentes fácticos de Ia cuestión y a los términos en

los que viene art iculada Ia demanda de amparo, alega eI MinÍs-

terio Fiscal que en fa demanda se pone de manj-fiest,o un enten-

dimiento equivocado de la función revisora de la jurisdicción

contencioso-adminj-strativa, ya que La supuesta quiebra de} de-

recho a la tutel-a judicial efectiva se fundamenta por el actor

en Ia ,  a 'su ju ic io ,  inconcrec ión de1 re la to fáct ico del  p l iego

de cargos y en la posterior modif icación de los hechos sancio-

nados por parte de la Sala. AI respecto señala el Ministerio

Ptlbl ico que es evldente que La Sala puede alt,erar los hechos,

siendo ésa, precisamente, una de sus atr ibuciones, de manera

que si el nuevo relato fáctico no se aparta esencialmente del

efectuado en e1 expediente sancionador -1o que no es el- caso-

no puede apreciarse ninguna quiebra legaI ni constitucional.

En realidad -contin{ra el Minist,erio Púrbl ico- Ia alega-

c ión del  ar t .  24.L hay que poner la  en re lac ión con Ia  del  ar t , .

25.L C.8. ,  pues todo eI  debate se centra en s i  concurre o no en

el demandante Ia condición de "poseedor" de l-os bienes del
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Patrimonio HisLórico. La SaLa entiende que sl, razonándolo am-
pliament,e y sin emplear para l legar a esa conclusión ningrln ra-
zonamiento analógico¡ en palabras de l-a Sentencia impugnada
-recuerda el  Minister io Fiscal-  "es c laro y evidente,  s in nin-
guna interpretación analógica, que debe configurarse (at actor,
arquitecto y director de Ia obra) como un auténtico poseedor".

Con tal  af i rmación, según eI  Minister j -o Fiscal- ,  no se hace sino

subsumir los hechos en Ia norma, función exci-.::, i iva d€ los Tri-

bunales ordinarios.

ConcLuye su escrlt,o el Ministerio Fiscal manifestando
que discrepa de la calif icación de Ia normativa aplicada como
un "t ipo en blanco";  s i  acaso, podrfa considerarse el  término

"poseedor" como un concepto jurfdico indeterminado, técn1ca
perfectamente válida en Derecho sanclonador, si su concreción

es razonablemente fact ib le a part i r  de cr i ter ios lógicos,  téc-
nicos y de experlencia (STC 69/L989), no cabiendo duda de que

en el- caso de autos tal calif icación jurfdica es aplicada al
actor de manera razonada y razonable,

En consecuencia,  €1 Min is ter lo  F iscal  ent iende que pro-

cede Ia inadmisión del presente recurso de anparo.

II. FTJNDAII'IENTOS iTRIDICOS

L. Procede confirmar la concurrencia de l-a causa de in-

admisión puesta ya de manifiesto en nuestro proveldo de1 pasado

2L de diciembre, por carecer l-a demanda, manifiestamenLe, de
contenido que justif ique una resol-ución sobre el- fondo en forma
de Sent,encia.

Sostiene el demandante que en eI expediente administra-
tivo se le imputaron unos hechos distintos de Ios después impu-
tados en Ia fase jur isdiccional .  Para apreciar 1a inexact i tud
de este extremo basta constatar eu€, segrln se ha reflejado en
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los Antecedentes, fa Resolución de la Consejerla le imponfa una
multa por incumplimiento "def deber de conservar, mantener y

custodiar un bj-en de int,erés cultural- como representante de 1os
propj-etarios del inmueble y director de la obra que era" (cfr.

f . J . 2, in f íne. de La Sentencia de1 Tri-bunal Superior de .Ius-
tlcia). La Sentencia impugnada se l imita a examlnar la correc-
ción jurfdica de ta1 irnputación, sln que en ningrln caso exami-
nara nuevas imputaciones, simplemente porque eso le era comple-
tamente imposible, toda vez que de 1o que se trataba era de de-
clarar o no conforme a derecho la Resolución administ,rativa re-
curr ida.  Aun en eI  caso de gue, efect ivamente,  €Í l  Ia fase ju-

risdiccional 1a Administración hubiera realizado nuevas imputa-
ciones, 1as mismas no podrfan traducirse jurldicamente en forma
alguna, yd que Ia Sentencia contenciosa sóIo podrfa conflrmar
la sanción administrativa (y, por t,anto, conflrmar las imputa-
ciones en el la ver i f icadas) o declarar la contrar ia a Derecho.
Si acaso, e hipotéticamente, podrfa pensarse en un supuesto en
el que, vertldas nuevas imputaciones, éstas hubieran servido de
fundamento a 1a Sala para confirmar la juridicidad de la san-
ción administrativa, dürr cuando en ella se reallzaran imputa-
ciones dist intas.

En cualquier caso, €rr el supuest,o ahora planteado es
evldente que no ha habido ningúrn cambio de imputación. La Admi-
nist,ración sancionó al recurrent,e en aplicación de los arts.
76.L a) y 36.L de Ia Ley L6/L985 por entender que habfa incum-
plido los deberes de custodia, mantenimiento y conservación im-
puest,os a los propietarios y poseedores de bienes artlsticos,
siendo asl que el recurrente habfa actuado como representante
de los propietarios del edificio en demolición y era direct,or
de las obras. En modo alguno es cierto que este planteamiento

sólo se verif icara una vez que la Administración contest,ó a la
demanda, sino que desde eI principio del expedient,e sancionador
estaba claro cuál era la conducta inputada y eI tftulo de impu-
tación. Ninguna indefensión ha padecido pues el recurrente, ya
que en todo momento supo de los términos en los que l-a Adninis-
tración planteaba eI asunto.
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2. A ju ic io del  recurrente,  se le ha impuesto una san-

ción carente de toda cobertura legal ,  yd que el-  ar t .  36.1 de Ia

Ley L6/t985 no se ref iere a los arqui tectos-directores,  s lno
sólo a l-os propietarios, t itulares de derechos reales o posee-

dores de bienes art fst icos.

E1 Tribunal Superior de Justlcia consideré que el recu-

de 1os propietarios del

deI edif icio en demoli-

entera responsabi l idad.

rrente habla actuado como representante

inmueble y que era, además, poseedor

ción, yd que éste se encontraba bajo su

Si la posesión a Ia que se ref iere la Ley L6/L985 fuera
exclusivamente Ia c iv i l  (ar ts.  430 y ss.  Código Civi l ) ,  es ob-
vio eue, como arquitecto-director, no se l-e podrfa atribuir
-s in más y por el  hecho de ser lo-  ta]  t ipo de posesión; elLo no

obstante, ha de tenerse en cuenta que la Ley t6/L985 se refiere

en  sus  a r ts .76 .L  a )  y  36 .1  a  los  "p rop le ta r ios ,  t i t u la res  de

derechos reales o poseedor€s",  esto €s,  a lude separadamente a

fos titulares de derechos reales (ent,re l-os que figura la pose-

sión strict,o sensu) y a los poseedores, de 1o que puede perfec-

tamente deducírse que eI poseedor al que se hace referencia no

es precisamente al cj-vil, sj-no al que dispone -en el sentido
más ampl-io- del bien artfstico protegido, pudiendo asf incluir-

se en tal concepto a los arquitectos-directores de la demoli-
cj-ón de edificios protegidos. En la medida en que para l levar a
cabo esa i 'nclusión no es en absoluto necesario operar en térmi-
nos analógicos -términos eu€, por 1o demás, expresamente ha
exclufdo la Sala sentencladora- sino eu€, como bien señala el
Minister io Fiscal ,  basta con proceder en la forma requer lda

cuando de singularizar eL contenido de un concepto Surldico in-

determinado se trata, €s evidente que la Sentencia recurrida no

ha incurr ido en infracción del-  ar t .  25.L de la Const i tución,
pues su calif icación del actor como "poseedor" ha sido el re-
sultado de una argument.ación eü€, por razonada y razonable, no
puede ser objeto de revisión por parte de este Tribunal.
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Por 1o expuest,o, Ia Sección acuerda Ia inadmisión de 1a

demanda de amparo inüerpuesto por don Pedro de Salvador Oliver

Fronte1a.

Madrid, veintinueve de enero de mil novecientos noventa
y  t res .
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